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			Capítulo I

			Descriminalizar los conceptos

			Este libro se sostiene en la intersección de dos perspectivas de lectura del mundo de carácter más general: el discurso pedagógico que estudia, reflexiona, analiza y desarrolla propuestas sobre lo educativo; y el discurso criminológico que tematiza la transgresión y sus formas de abordaje en las sociedades modernas. Estamos ante un objeto de conocimiento de carácter mestizo, asumiéndolo alegremente en toda la incomodidad de poner en relación marcos de referencia diversos que producen un saber híbrido. Lejos de conllevar una dificultad, la perspectiva que propugnamos se configura teóricamente en ese territorio heterogéneo, paradojal y, en ocasiones, difuso. Resaltamos y rescatamos como elemento en común: lo humano en sus facetas (des)humanizantes, tanto los procesos de aprendizaje como los de imposición de dolor se producen en (y sobre) el cuerpo. Involucra afecciones orientadas a un cuerpo que aprende y que sufre. 

			Interesa concretamente ese aprendizaje que se produce imponiendo dolor. Y este tema no es ajeno al discurso pedagógico, ya que la educación en la modernidad ha servido para imponer una moral y una disciplina funcional a las instituciones dominantes, sea el Estado-nación o el mercado la matriz organizadora. Nos ocupa un tipo particular de dolor que es ordenado por el Estado ante la transgresión a las normas penales. Ese conjunto de medidas de gobierno de poblaciones a través de la operativa del sistema penal: leyes penales, acción policial, judicial, administrativas, prácticas comunicacionales que etiquetan a grupos sociales y realizan una construcción subjetiva sobre el mal y la legitimidad de diversas formas de represión.

			Destacamos el valor de la pedagogía como disciplina prospectiva y proyectiva. Se ensamblan la función analítica que estudia y prevé resultados posibles de las construcciones pedagógicas, con la función política de proponer iniciativas que mejoren o modifiquen las configuraciones socioeducativas. Esta afirmación de carácter general describe parte de nuestra concepción de la pedagogía social que está sostenida en la incomodidad de un educador que actúa, que toma riesgos al plantear alternativas pedagógicas, y de esa forma abandona la comodidad académica del análisis y la crítica de gabinete. 

			Defendemos una pedagogía social sostenida en la praxis (Freire, 1970) socioeducativa, que, centrada en los sujetos de la educación, puja incansable para generar escenarios de aprendizaje que promuevan el ejercicio de derechos. Asumir esta posición de responsabilidad frente al sujeto de la educación requiere que los pedagogos se «desapoltronen» y construyan, creen, inventen teoría pedagógica y dispositivos educativos desde el territorio, instalados y «enchastrados» en la acción. 

			La composición como ejercicio creativo de la pedagogía social, en tanto imagina, sueña, produce y ensaya las mejores estrategias para promover los aprendizajes de los sujetos. Se trata de una práctica heurística que puede relacionarse con la noción de serendipia educativa (Lahore, Pastore y Pereyra, 2010), y que necesita del ensimismamiento del artesano que pone todo de sí para cerrar su tarea (Sennett, 2008).

			Las alternativas pedagógicas emergen de la acción-reflexión, no se producen en las aulas de las universidades o centros de formación, que, en general, operan como usinas ideológicas (Zaffaroni, 2005) de la reproducción del castigo. 

			Nos referimos a una creatividad orientada en favor del sujeto de la educación y de la sociedad a la que pertenece, ya que partimos de un reconocimiento que la imposición del castigo genera efectos de reproducción de la delincuencia. Más cárcel para más gente no genera la ansiada seguridad, por el contrario, mediante asociación diferencial (Becker, 1971), produce e incrementa capacidades, sensibilidades y tecnologías antisociales. 

			Por ello la referencia a la composición pedagógica como estrategia, a la necesidad de una heurística pedagógica, ejerciendo de forma valiente, la responsabilidad, de investigar, recrear, reencontrar preguntas y respuesta a los problemas pedagógicos que enfrentamos. 

			Ante esa constatación, ¿qué hacer? ¿Seguir alimentando una industria del control del delito que ineficazmente lo produce? ¿O construir otras herramientas para atender el conflicto emergente del delito?

			Asumir riesgos no puede ser un costo que siempre pagan los pobres, desde la posición privilegiada de quienes realizamos trabajos que elegimos debe expresarse un compromiso con la sociedad a la que pertenecemos abandonando algunas certezas, estabilidades y protecciones para proponer mejores formas de pensar y abordar los conflictos y problemas asociados al delito. 

			La propuesta que impulsamos desde la pedagogía social es profundizar en una perspectiva exogámica de entender y actuar en el campo penal. La formula que venimos repitiendo  es incrementar el encierro de las personas como forma de profilaxis social. Ello solo ha producido una industria monumental centrada en la seguridad. Seguramente, el ejemplo más radical lo expresa la «guerra contra las drogas» en Latinoamérica que ha implicado la inversión de miles de millones de dólares en librar una batalla contra el narcotráfico. Lejos de generar una retracción de las organizaciones criminales, se han fortalecido y tecnificado. En cambio, propuestas como la regulación del consumo, la legalización de las sustancias y descrimininalizar conductas son estrategias satanizadas por el negocio estatal y corporativo de lucha contra las drogas. 

			En general, las cuestiones penales tienen una configuración institucional cerrada, los órganos de seguridad del Estado dominan su actuación institucional eliminar o minimizar la fuga se torna un fin en sí mismo. Se sostienen en la tradicional función del Estado como juez y gendarme, alejándose de las funciones sociales. 

			Ello se asocia a una preeminencia de los cuerpos de seguridad en la gestión, lo que cristaliza una argamasa de instituciones, actores y racionalidades sostenidas en la seguridad pública como dogma. En este contexto de actuación, otros actores, recursos y racionalidades aparecen subordinados y subsidiarios de la racionalidad de la seguridad pública. Aunque otras instituciones y actores participen están sometidos al ethos y eidos de la seguridad. Esta ordenación de relaciones de poder entre actores estatales y sociales contribuye con la idea de ajenidad que muchas instituciones de lo educativo, laboral, de la salud o la cultura tienen con los temas penales, y principalmente con las personas captadas por los sistemas penales. 

			La propuesta de abordaje de los conflictos emergentes del delito es exogámica, propone el mestizaje como estrategia pedagógica, lo que se traduce en la construcción de cartografía socioeducativas como práctica de análisis situacional del conjunto de oportunidades que la sociedad oferta para sus ciudadanos, y como estrategia de organización de los procesos de participación social, educativa, económica y cultural de todos los miembros de una comunidad. 

			La responsabilización social amplia de actores e instituciones del Estado sobre las personas criminalizadas resta poder al sistema penal, fisura la armadura punitiva del Estado policial. El incremento de la participación de actores de los sistemas educativos, de salud, de empleo y de la cultura resta poder a la racionalidad centrada en la seguridad ciudadana, fortaleciendo el funcionamiento republicano mediante la responsabilidad y lealtad institucional y profesional con todos los ciudadanos. 

			Ubicamos la acción socioeducativa como parte de la actuación del Estado frente a la transgresión penal. Y, en tal sentido, estamos ante una configuración híbrida donde operan diversos aspectos de orden legal, criminológico, social y pedagógico. Ello nos lleva a posicionarnos desde una perspectiva antiesencialista, donde «delincuente» no es un atributo del ser, ni una característica ontológica de una persona, sino una situación, una experiencia. Lo que implica despojar al sujeto del adjetivo delincuente, y situarnos en las complejas y contradictorias relaciones entre el sujeto, la sociedad y la transgresión (ocasional o frecuente) de una norma penal mediante un acto que lesiona derechos de otro sujeto. 

			Parte del proceso es deconstruir los estereotipos del Estado policial: 

			… la sociedad ofrece estereotipos: los prejuicios (racistas, clasistas, xenófobos, sexistas) van configurando una fisonomía del delincuente en el imaginario colectivo, que es alimentado por las agencias de comunicación: construyen una cara de delincuente. Quienes son portadores de rasgos de esos estereotipos corren serio peligro de selección criminalizante, aunque no hagan nada ilícito. Llevan una suerte de uniforme de cliente del sistema penal, como pueden llevarlo los médicos, los enfermeros, los albañiles, los sacerdotes o los mecánicos. (Zaffaroni, 2005: 12)

			Por tanto, declinamos de nombrar a ese otro como delincuente. No es «un delincuente», sino un sujeto que mediante su acción u omisión produjo un daño, lesionó derechos, con una conducta tipificada por la ley penal como un delito en un espacio-tiempo determinado. Se entiende que es adecuado separar dos aspectos distintos: la acción, la conducta, de una condición ontológica que define a una persona. 

			Lamentablemente, el punitivismo ha colonizado nuestras formas de pensar y entender los conflictos y las formas tercerizadas de «resolver» mediante el castigo institucionalizado del sistema penal. 

			El sistema penal es el conjunto de agencias que coinciden en la cuestión criminal. Algunas son exclusivamente penales (policías, servicio penitenciario, tribunales penales, órganos políticos de interior, seguridad, inteligencia, etc.), otras participan del poder punitivo, pero sus funciones son más amplias como: las agencias políticas (ejecutivos, legislativos); las agencias de reproducción ideológica (universidades, facultades, academias); las cooperaciones internacionales (agencias de países acreedores que financian programas en países deudores); los organismos internacionales que organizan programas, conferencias, seminarios, etc. (ONU OEA, etc.); y, por supuesto, el gran aparato de propaganda sin el que no podría subsistir, o sea, las agencias de comunicación masiva (de prensa, radio, televisión, etc.). (Zaffaroni, 2005: 10)

			Además de la institucionalidad y el Estado, la racionalidad punitiva ha infestado nuestra forma de pensar. Es prácticamente imposible pensar fuera del sistema penal, alejándonos del castigo como forma de abordar el conflicto social. Quienes osan sostener otra posición son tildados de utópicos, idealistas, fanáticos de los derechos humanos, y expresiones como defensores de los delincuentes se transforman en epítetos calificativos para profesionales que piensan tomando distancia con el sistema penal. 

			Para resituar el tema desde otra perspectiva acudimos a la siguiente cita: 

			Cuando alguien se porta mal, puede considerarse un delito, un acto que exige un castigo. Pero también es posible verlo como un conflicto, un acontecimiento que hay que describir, comprender y por el que finalmente hay que resarcir. Varios países han incluido en sus leyes consejos para gestionar así sus conflictos… La pregunta central no es: «¿Por qué lo has hecho?», sino «¿Qué ha pasado?». Y con ello todo se vuelve mucho más claro: muchos implicados en casos como estos están más interesados en saber, en comprender, que en infligir dolor a la otra parte. Infligir dolor debería ser la última alternativa posible a la hora de crear sociedades en las que valga la pena vivir. (Chistie, 2013) 

			Retomamos la propuesta de Nils Chistie quien insta a un proceso de civilización de los conflictos en las sociedades modernas. El inicio de las acciones civilizatorias comienza descriminalizando el concepto de conflicto, rompiendo la asociación inmediata a la idea de delito. No todo conflicto debe ser tratado como un delito, y no todo delito requiere una respuesta punitiva. 

			Actualmente, incluso parte de la izquierda y de los movimientos sociales han caído en la trampa del punitivismo asimilando conflicto y delito, adhiriendo a la respuesta penal como única forma de abordar situaciones de conflicto. Significa una pérdida del espacio público, donando a las políticas de seguridad la solución de problemas que podrían abordarse de forma comunitaria con la participación de los actores involucrados. 

			

			

		

	
		
			Capítulo II

			La acción socioeducativa en el vórtice: entre un enfoque de derechos humanos y el neopunitivismo 

			Entendemos que la actuación educativa y social con población captada por los sistemas penales requiere de una mirada crítica respecto del incremento de medidas punitivas sobre grupos poblacionales específicos, fundamentalmente los pobres, inmigrantes y las minorías étnicas. 

			Partimos del supuesto de que: 

			Las cárceles están hechas para el dolor, independientemente de las condiciones materiales en nuestros Estados. Ser condenado a ingresar en la cárcel es ser condenado a la mayor degradación. (Chistie, 2013)

			Las acciones sociales y educativas se producen en un escenario de debate entre una perspectiva neopunitiva que recurre al encarcelamiento como instrumento privilegiado para tramitar los conflictos emergentes de la criminalización, y una perspectiva de derechos humanos sustentada en un conjunto amplio de normativa de Naciones Unidas que propugna un derecho penal mínimo, garantías procesales y judiciales, el incremento de las medidas alternativas a la privación de libertad y la desjudicialización. 

			
1.	Los derechos humanos como marco conceptual y operativo de las intervenciones sociales y educativas en los sistemas penales

			La perspectiva que presentamos parte de una incomodidad activa, ya que actuar en contextos punitivos es para la educación social una tradición insalvable.

			Esta incomodidad tiene como expresión una relación paradojal que significa instalar una propuesta socioeducativa en un contexto punitivo. Pensarlo en estos términos, asumiendo lo contradictorio de las relaciones paradojales a las que se expone un educador en el sistema penal, remite a una búsqueda inacabada por desarrollar acciones promocionales, a pesar de escenarios institucionales y políticas represivas. 

			Nos detenemos en destacar una posición pedagógica que no renuncia ni a la crítica ni a «la lógica de la esperanza y la posibilidad» (Giroux, 1998) como actitud para la producción de los cambios. Lo relacionamos con la posición que desarrolla Mathiesen (2003) respecto del desarrollo de una estrategia abolicionista que compromete a lo inacabado como concepto organizador de las prácticas y teorías de civilización de los conflictos. En la pedagogía freireana se desarrolla la noción del ser inconcluso (Freire, 1970) de un sujeto que se produce en y con el mundo. 

			La promoción social, además de un objetivo, se torna un imperativo ético y político, ya que implica acercar a todos los ciudadanos al ejercicio de sus derechos humanos. Desde esta perspectiva, el acceso a la educación es un derecho humano básico, por ello las medidas judiciales aplicadas no pueden menoscabarlo. 

			Aunque cabe aclarar que las acciones educativas en el sistema penal no configuran una fuente de legitimación de sus prácticas punitivas, sino una estrategia de humanización en una maquinaría deshumanizante. Recordemos la alerta que realiza Elena Larrauri cuando expresa que: 

			… debemos precavernos de aquellos que intentan hacer el bien a través de la aplicación de una medida penal. Las medidas penales son medidas impuestas, son castigos y, por lo tanto, lo mejor que puede pasar es que no tengan que aplicarse porque hay mecanismos alternativos de tratar los comportamientos delictivos, y si se tienen que aplicar, que duren el menor tiempo posible y sean lo menos intensas posible. Entre procurar hacer el bien y evitar hacer el mal, hay que optar por lo segundo cuando se entra en el sistema penal. (Larrauri, 1997)

			Si bien la aplicación de sanciones penales comporta la restricción de algunos derechos, como la libertad ambulatoria o el sufragio, no significa una modificación del estatus de persona, ni altera su calidad de portador de derechos inalienables. Emerge una interrogante clave: ¿cómo construir espacios de ejercicio de derechos en el sistema penal, un espacio socialmente diseñado para administrar el castigo? ¿De qué forma construir espacios de promoción de derechos sociales y educativos que, al menos, mitiguen la inercia punitiva?

			Esto requiere preservar espacios de decisión, voz y participación donde el sujeto resuelva acerca de su presente y su futuro. No es posible educar a nadie si no quiere, o si no existen condiciones mínimas para que el sujeto pueda optar, y para optar debe conocer. La decisión está correlacionada con la idea de responsabilidad que la hace responder a las normas de convivencia democrática, y por ello responsable de infracción, debiendo tender a que se desarrollen acciones de resarcimiento a los afectados por sus actos. 

			
2.	Operaciones de criminalización y exclusión; selectividad y criminalización de poblaciones vulnerables 

			Todos los sistemas penales intervienen sobre poblaciones vulnerables, las dinámicas operativas y ejecutivas de la policía lleva a la detención de población joven con escasos recursos para acceder a la defensa. De hecho, los jóvenes pobres son los principales candidatos de las agencias penales. Por ello están sobrerrepresentados en las cárceles: jóvenes que generalmente provienen de hogares pobres, con trayectorias educativas signadas por la deserción-expulsión del sistema escolar; afectados por el desempleo, subempleo, informalidad laboral, los bajos salarios, etc. Estas situaciones exponen a los jóvenes a escenarios de vulnerabilidad extrema, que dificultan claramente su proceso de desarrollo personal y su integración social. Y, en el mismo sentido, esa vulnerabilidad de los sujetos y sus familias los hace mejores «candidatos» para ser seleccionados por el sistema de control social, con un limitado acceso a la defensa legal y la lejanía del poder económico y político. 

			Los Estados, según la época y orientación ideológica del Gobierno de turno, seleccionarán, según un criterio político, las conductas o actos que va a penalizar y la sanción que aplicará a las distintas conductas descritas como delito. La defensa de la propiedad resulta la finalidad más relevante. 

			En tal sentido, la organización social, económica y política condiciona la construcción del delito y de las sanciones; ello se asocia con las mentalidades y sensibilidades (Garland, 1999) de la sociedad en un tiempo y lugar determinado. Dichas mentalidades o formas de pensar se relacionan con aspectos cognitivos de la cultura, conceptos, valores, categorías, distinciones, ideas, sistemas de creencias, tradiciones, etcétera. 

			Considerando que la configuración del sistema penal como maquinaria de redistribución desigual del dolor se integra por un conjunto de agencias estatales y privadas. Resulta clave analizar críticamente el papel de las universidades como usinas ideológicas de la racionalidad punitiva y del aparato de propaganda en la amplificación de los hechos policiales; se caracteriza por utilizar la reiteración sistemática de algunos hechos delictivos. En un juego de visibilización, de repetición de ciertos hechos que provocan el miedo, invisibilizan otros asuntos que no toman luz pública. Se ha construido, y la prensa tiene un papel importante, una sensación de inseguridad que inmoviliza a muchos ciudadanos evitando espacios públicos, recurriendo a rejas, armas o guardias privados para defenderse; se prefieren los shopping y otros espacios que brindan seguridad privada.

			Como expresa con claridad la pedagoga argentina Adriana Puiggrós:

			El terror por la inseguridad se usa para tapar la miseria haciendo un desplazamiento discursivo: no se muestra a los chicos en el origen de la miseria, cuando son víctimas primeras de una sociedad que no les proporciona seguridades básicas, sino cuando ya son delincuentes. Se ocultan las situaciones en las cuales los pobres son víctimas de la inseguridad. Se provoca el terror antes que la solidaridad. Así resulta difícil que las cámaras de televisión apunten a las víctimas antes de que se conviertan en victimarios. (Puiggrós: 1999)

			Todo profesional que desarrolle su trabajo en el sistema penal debe ser consciente de los mecanismos de selectividad del sistema de control social, en la medida en que los sujetos criminalizados son en su gran mayoría de los sectores sociales más desfavorecidos. Por tanto, las acciones que se desarrollen desde el punto de vista educativo y social deberán potenciar el máximo desarrollo de las capacidades de los sujetos, ofreciendo soportes materiales, recursos culturales y una narrativa acerca del sentido de un proyecto de futuro que viabilice los procesos de participación social. 

			Desde la criminología crítica se atribuye a la policía que ejerce su función al servicio de la clase alta. Respecto de esto, Fernández expresa: «Sea ello exacto o no, sí es innegable la tremenda acción filtradora de la operativa policial, caracterizada por la notoria selectividad de su intervención, que viene a recaer —indefectiblemente— sobre los estratos depauperados y marginales de la sociedad». La policía cumple la función de puerta de ingreso al sistema de control social, iniciando el tránsito hacia la judicialización. 

			En general, el sistema penal encuentra en los jóvenes pobres a los mejores candidatos para ser criminalizados; una de las razones es que mucho tiempo de socialización sucede en espacios públicos —la calle, la esquina, la plaza—, y es en dichos ámbitos donde la policía, agente principal en la selección que realiza el sistema penal, opera con mayor eficiencia y facilidad. Otra de las razones es que se encuentran alejados de los círculos de poder político-económico, lo que les priva de contactos sociales que le posibilite mejor defensa legal.

			Por otra parte, el sistema penal opera destruyendo los vínculos comunitarios, ampliando la distancia social y facilitando la construcción del monstruo. La construcción punitiva abona aún más la destrucción de los vínculos comunitarios. La adolescencia, donde son más esperables actuaciones de mayor «rebeldía», «riesgo», «disconformidad», «ruptura», «negación de la autoridad», «desobediencia» «confrontación» que en la etapa adulta, nos aproxima a un periodo de la vida donde la relación entre lo socialmente aceptado, lo impuesto y la transgresión es parte del proceso de crecimiento. Frente a sujetos en crecimiento, la imposición de la ley como un simple ejercicio de poder y disciplinamiento autoritario será lo que generará un encuentro violento entre dos edades los adultos y los jóvenes. La construcción punitiva de las políticas sociales, por un lado, tornan al receptor adolescente en el enemigo, cosificándolo, ya que centra la acción en la prevención de conductas delictivas. Y, por otra parte, hace naufragar el proyecto colectivo propiciando la fragmentación que promueve el miedo y la desconfianza en el otro, enfrentando a las personas y creando categorías de ciudadanos. 

			Tristemente, las sociedades actuales actúan de forma dual: fetichizando a la adolescencia al mismo tiempo que provocan una feroz discriminación generacional en una ecuación caracterizada por mayor control social y menor acceso a derechos. 

			El sistema de control social, especialmente la policía y la justicia, operan de forma selectiva, reaccionan con desigual energía basada en criterios discriminatorios de clase y etnia. Encontrándonos frente a un dispositivo punitivo clasista y racista.

			En términos generales, los sistemas penales se nutren de la devastación ocasionada por el capitalismo, capta a poblaciones específicas, generalmente a un conjunto de sujetos que fueron excluidos del mercado de empleo y del acceso a la ciudadanía. Se alimenta, entonces, de las personas desechadas por las lógicas económicas de neoliberalismo, operando con criterios de discriminación de clase.

			El proceso de criminalización es como sostiene Zaffaroni: 

			Desde lo teórico la criminalización sería un símbolo que se usa para sostener la confianza en el sistema, de modo que también mediatiza (cosifica) a una persona, utilizando su dolor como símbolo, porque debe priorizar el sistema a la persona, tanto del autor como de la víctima. (Zaffaroni, 2005)

			Esta situación que configura un problema estructural del sistema penal es la selectividad; es decir, que elige persona del total de delitos que se producen, basándose generalmente en criterios discriminatorios. A su vez consolida un orden injusto y violento que margina a los sectores pobres de condiciones elementales de vida digna. Y se dedica únicamente a plantear más cárcel, cuando es innegable que la cárcel deteriora a las personas, a la vez que reproduce violencia y criminalidad.

			Una política centrada en la resolución de los conflictos, en la participación de los actores involucrados y en el fortalecimiento de los vínculos comunitarios profundizará los lazos democráticos. La búsqueda de solución de los conflictos se construye caso a caso, a partir de las asociaciones que producen los intercambios particulares entre los actores y los objetos que se ponen en juego. Cada conflicto se conforma a partir de acciones, percepciones, sensaciones, representaciones, afecciones y afectos particulares; por tanto, la satisfacción del afectado deberá tener un peso significativo en la creación de las soluciones. Se trata de estrategias donde el sistema penal restituya el conflicto a sus protagonstas, devolviendo a los participantes y a la comunidad las formas de resolución. Tiene que ver con un espacio de democracia social, un conjunto de instancias donde se descentraliza el poder y se cambia castigo por restitución de derechos, responsabilización y reparación del daño. 

			Esta perspectiva generará un proceso de aprendizaje social donde se mitigue la imposición tercerizada del castigo, y donde progresivamente tendamos a la desaparición de la prisión que resulta absolutamente ineficaz para resolver los conflictos. 

			Estamos aquí ante dos visiones claramente diferentes, que requieren un posicionamiento ideológico entre una visión de seguridad ciudadana y otra de derechos humanos. Nuestra mirada no está colocada en el control social a través de la prevención de la delincuencia, sino que suscribimos los diferentes análisis criminológicos críticos acerca de la selectividad brutal del sistema de control social. Eso nos deja como resultado la criminalización de los sectores sociales de menores ingresos, aquellos donde el límite entre lo privado y lo público se torna más difuso y quienes se encuentran a mayor distancia relativa a los círculos de poder, tanto económico como político.

			
3.	Realismo marginal como enfoque analítico y marco ético para la acción socioeducativa

			Para imaginar una acción educativa y social con personas criminalizadas por los sistemas penales, partimos de una perspectiva epistemológica desarrollada por el criminólogo y jurista argentino Eugenio Zaffaroni, quien postula una posición definida como realismo marginal. (Zaffaroni, 1993)

			Esta perspectiva sostiene que una de las principales funciones de los sistemas penales, especialmente en países periféricos, es profundizar y reproducir los antagonismos sociales, generando como efecto principal el debilitamiento y la destrucción de los vínculos comunitarios. Se genera una sociedad más estratificada, reduciendo los intercambios entre ciudadanos de distintas clases sociales, fortaleciéndose proyectos de dominación punitivos, sin que se expresen grandes resistencias sociales a la criminalización de los sectores sociales más vulnerables. La posición realista implica una lectura situacional y crítica de estos fenómenos aceptando, lejos de cualquier modelo ideal, la necesidad de instalar un proyecto de reducción de la violencia. (Zaffaroni, 1993)
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